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                                                                                                                  Concepto 5360

Bogotá, D.C., mayo 11 de 2012
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 202 del Decreto Ley 19 de 2012, “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios en la Administración Pública”.
Demandantes: JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO.
Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.
Expediente D-8974.

Concepto 5360
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda instaurada por el ciudadano JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, quien en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta, solicita a la Corte que se declare la inexequibilidad del artículo 202 del Decreto Ley 19 de 2012, el cual se transcribe enseguida.

DECRETO 19 DE 2012 
(enero 10)

Diario Oficial No. 48.308 de 10 de enero de 2012

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por el parágrafo 1o. del artículo 75 de la Ley 1474 de 2011, y

 (…)

DECRETA: 

 (…)

CAPITULO XV. 

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO DE TRANSPORTE. 

ARTÍCULO 202. PRIMERA REVISIÓN DE LOS VEHÍCULOS AUTOMOTORES

El artículo 52 de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 12 de la Ley 1383 de 2010, quedará así: 

"Artículo 52. Primera revisión de los vehículos automotores. Los vehículos nuevos de servicio particular diferentes de motocicletas y similares, se someterán a la primera revisión técnico - mecánica y de emisiones contaminantes a partir del sexto (6°) año contado a partir de la fecha de su matrícula. Los vehículos nuevos de servicio público, así como motocicletas y similares, se someterán a la primera revisión técnico-mecánica y de emisiones contaminantes al cumplir dos (2) años contados a partir de su fecha de matrícula”. 

1. Planteamiento de la demanda.

El actor considera que el artículo demandado vulnera el Preámbulo y los artículos 2°, 3°, 4°, 5°, 11, 12, 78, 79, 80, 83, 113, 114 y 150, numerales 1, 2 y 10, de la Constitución Política. Aduce que éste, al extender de 2 a 6 años el término para la primera revisión de los vehículos automotores nuevos de servicio particular, desconoce la obligación que tiene el Estado de garantizar la buena calidad de los bienes y servicios; afecta los derechos a la vida y a gozar de un medio ambiente sano; y confunde la revisión técnico mecánica con un trámite innecesario, a pesar de que no lo es, con lo cual el Presidente de la República desborda las precisas facultades conferidas por el Congreso de la República. 

2. Problema jurídico.

Corresponde determinar si el artículo 202 del Decreto Ley 19 de 2012, que modifica el artículo 52 de la Ley 769 de 2002, modificado a su vez por el artículo 12 de la Ley 1383 de 2010, al disponer que los vehículos nuevos de servicio particular deben someterse a su primera revisión técnico mecánica a partir del 6 año contado desde la fecha de su matrícula, vulnera el deber del Estado de garantizar la buena calidad de los bienes y servicios, los derechos a la vida y a gozar de un ambiente sano y desborda las precisas facultades conferidas por el Congreso de la República al Presidente de la República.
3. Análisis jurídico.

El actor parece asumir, como un supuesto dado, que los vehículos nuevos de servicio particular, pueden tener fallas o defectos, capaces de afectar la vida de las personas y el medio ambiente, antes de 6 años de haber sido matriculados. Esta percepción parece entrar en claro contraste con dos circunstancias evidentes. La primera es la de que en los tiempos de ahora los vehículos automotores nuevos, suelen tener amplias garantías, otorgadas por sus fabricantes, tanto en tiempo de uso como en kilómetros recorridos. La segunda es la de que existen otro tipo de revisiones técnico mecánicas, diferentes a la prevista en la ley, y realizadas en los propios talleres de los concesionarios u en otros talleres autorizados, que son necesarias para el normal mantenimiento del vehículo y para mantener la garantía.
El fenómeno de la globalización de los mercados ha hecho que el proceso de producción de los vehículos automotores deba cumplir una serie de estándares de calidad mundial. La República de Colombia no es ajena a dichos estándares. Por el contrario, existen numerosas normas jurídicas y técnicas, entre las cuales merece destacarse la Ley 1480 de 2011 o Estatuto del Consumidor, encaminadas a garantizar la seguridad de los bienes manufacturados que se comercializan en el país.

Los estándares de seguridad y bajo impacto ambiental, son hoy en día pautas insoslayables de la industria automotriz en el mundo. Pensar que los vehículos automotores comercializados en la República de Colombia, sean ensamblados aquí o importados de otros países, fueron fabricados sin tener en cuenta dichos estándares no parece razonable. Y no lo parece porque los Estados tienen una serie de exigencias para que un vehículo nuevo pueda ser comercializado en su respectivo mercado, y porque los fabricantes ponen en juego el prestigio y la confiabilidad de sus marcas con cada producto que manufacturan.
La tecnología automotriz trabaja cada día en mejorar las condiciones de seguridad de los vehículos, para lo cual incorpora una serie de adminículos para mejorar la conducción, el frenado, la iluminación y la protección activa y pasiva de los pasajeros y de terceros. También trabaja para construir motores más amigables con el medio ambiente, con un consumo más eficiente de combustible y con menores emisiones y ruido.
Los vehículos nuevos incorporan la más reciente tecnología de la que disponen sus fabricantes y, en todo caso deben satisfacer una serie de estándares técnicos de calidad. Existen en el mundo varios centros de pruebas, en los cuales se somete a los vehículos a variados experimentos, para establecer su grado de seguridad y confiabilidad, al punto de que hoy en día las máquinas resultan más seguras. Asumir que pese a ello, la revisión técnico mecánica, a la que se refiere la norma demandada, debería hacerse a los 2 años, como lo hace el actor, no parece corresponder a esta realidad del mercado del automóvil. 

La norma demandada distingue entre vehículos nuevos de servicio particular y vehículos nuevos de servicio público. Para los primeros prevé el plazo de 6 años. Para los segundos mantiene el plazo de 2 años. Esta diferencia es razonable, en tanto y en cuanto, los vehículos de servicio particular tienen un uso menos intensivo que los vehículos de servicio público, que están rodando de manera permanente a lo largo del día, la semana y el año. La menor intensidad del uso de los vehículos particulares, que en algunas ciudades, merced a medidas de restricción como el pico y placa, suele afectarse en un alto porcentaje, hace que el desgaste de la máquina sea también menor, respecto de los vehículos de servicio público. 
Tampoco puede pasarse por alto que el principal responsable por el uso y por el estado de un vehículo es su propietario. Incluso un vehículo nuevo, o que acaba de superar una revisión técnico mecánica, si se usa de manera inadecuada o si no recibe un mantenimiento mínimo, puede sufrir y causar daños. No es posible ignorar que conducir un vehículo es una actividad peligrosa que entraña múltiples riesgos, incluso si se trata de un automotor nuevo o revisado hace poco, pues convergen otros factores, como la conducción de otras personas, la calidad y señalización de las vías, las condiciones del medio ambiente y la prudencia de los peatones, para evitar que ocurran accidentes.

El exigir la revisión técnico mecánica a un vehículo nuevo parece carecer de sentido, pues tanto el fabricante como el Estado garantizan su buen estado de funcionamiento. El fabricante lo hace en razón de sus rigurosos procesos de manufactura, de haber cumplido con los estándares mundiales de su industria, del nombre de su marca que pone en juego. Esta garantía la da por escrito y le es exigible en términos jurídicos. El Estado lo hace en razón de las normas técnicas y jurídicas que exige a los fabricantes y a los comercializadores, para poder vender el producto.

Asumir que por el mero hecho de extender el término previsto para la primera revisión técnico mecánica, se desconoce el deber del Estado de garantizar la calidad de los bienes y servicios, se vulnera el derecho a la vida y a gozar de un medio ambiente sano, si no hay evidencia científica y técnica documentada que respalde este aserto, no parece razonable. Y no lo parece, porque el exigir una revisión técnica mecánica de los vehículos en un término inferior al previsto por la norma, equivale a ignorar la existencia de las garantías escritas dadas por el fabricante o comercializador, la idoneidad de las revisiones de mantenimiento y la intensidad del uso del vehículo.
En vista de las anteriores circunstancias, asumir que la revisión técnico mecánica a los 2 años de haberse matriculado un vehículo nuevo de servicio particular, es imprescindible, como lo hace el actor, no parece ser consecuente con la realidad técnica y tecnológica del proceso de manufactura actual de los vehículos. El criterio para calificar si se trata de un trámite necesario o innecesario y, por lo tanto, saber si la norma demandada se enmarca o no dentro de las precisas facultades dadas por el Congreso de la República, no puede ser la mera opinión subjetiva del actor o de un tercero, sino la evidencia técnica y científica relevante sobre la materia. De momento, el hecho de que los vehículos se fabriquen conforme a estrictos estándares mundiales, al punto que sus garantías sean cada día más amplias tanto en kilómetros recorridos como en tiempo de uso, lleva a pensar que se trata de un trámite innecesario. 
4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLE el artículo 202 de Decreto Ley 19 de 2012, que modifica el artículo 12 de la Ley 1383 de 2010, por los cargos estudiados.

Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Procuradora General de la Nación (E)
LJMO/YOrtiz
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